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        El trabajo ha sido desarrollado por un estudiante de Técnica Forense III (Consultorio Jurídico), nació por su iniciativa a raíz de una situación singular que se planteó en nuestra aula; una consultante deseaba divorciarse de su marido, pero tenía temor de iniciar las acciones judiciales por las continuas amenazas y agresiones que él le infería, cada vez que ella intentaba separarse.     

         Tal como lo manifiesta el autor, no existe en nuestro derecho una protección jurídica integral sino sólo parcial, hacia la mujer objeto de violencia doméstica.

         Es por ello que es necesario mejorar nuestros mecanismos judiciales, concientizando a sus operadores de la importancia y sensibilidad de este tema; con el cual se estima que la investigación efectuada tienda a ilustrar, acerca de las distintas posiciones que sobre dicha problemática se han especificado, justificando su publicación.









             Dr. Parga

PRESENTACION DEL TEMA

      
 Lo que nos ha movido a realizar el presente trabajo, han sido las continuas situaciones de violencia doméstica que se plantean en el seno de las familias uruguayas, según el último informe del BID, en el 40 % de los hogares uruguayos existe algún tipo de violencia física (si bien este estudio ha sido objeto de cuestionamientos).   

       
Un altísimo porcentaje de las mujeres que son víctimas de este tipo de violencia por sus esposos, no se separan de ellos por temor a sus represalias y ni siquiera denuncian sus abusos.


En lo que refiere a nuestra consultante, al comenzar a tratarla, notamos el miedo que ella tenía de que su marido se enterara de sus acciones, negándose rotundamente a iniciar cualquier actividad que significara ponerlo al tanto de sus intenciones de separación. A similares conclusiones arribaba el Ex-Presidente Ministro de la Suprema Corte de Justicia, Dr. Juan M. Mariño Chiarlone  cuando mencionaba que “la ofendida muchas veces no inicia la acción penal contra su victimario por temor a éste..”. (1)

       Teniendo presente, la vocación de servicio con que a la comunidad nos debemos en el consultorio jurídico, y sin perjuicio de las medidas penales a adoptar, nos vimos abocados a solucionar su problemática con respecto a su estado civil y su situación familiar.

INTRODUCCIÓN

        
Desarrollamos el presente trabajo partiendo de cifras no muy alentadoras, pues en Uruguay desde el año 1990 hasta 1999, los procedimientos efectuados por la Comisaría de Defensa de la Mujer (con jurisdicción en Montevideo), y los procesamientos judiciales, fueron los siguientes:

	
	 1990
	  1991
	 1992
	 1993
	 1994
	 1995
	 1996
	 1997
	 1998
	 1999

	   Procedimientos
	  538
	   388
	  442
	  598
	  652
	  959
	  951
	  969
	 1760
	 1123

	      Procesados
	   33
	   17
	   21
	   41
	   29
	   32
	   27
	   32
	   62
	   35

	Otras resoluciones
	    0
	    0
	    0
	    0
	    0
	    0
	    0
	    0
	    --
	    1

	        Libertad
	  505
	  371
	  421
	  557
	  623
	  927
	  924
	  939
	    --
	    --


                                               (Fuente: Dirección Nacional de Prevención del Delito)

De 1999 cabe resaltar que de los 1123 procedimientos, fueron víctimas 1064 mujeres y procesados con prisión sólo 18 de sus agresores.

  
Estas cifras demuestran en forma clara que, los procesamientos han sido muy bajos y cabe preguntarse, qué pudo haber sucedido con el porcentaje de mujeres denunciantes restante. A manera de ejemplo cito recientes cifras del departamento de Treinta y tres, que nos pueden ayudar a comprender más este fenómeno: en agosto de 1999 se efectuaron 5 denuncias, cuyos motivos fueron agresiones físicas, a golpes de puño, y amenazas con arma blanca o verbales. Las resoluciones judiciales en estos 5 casos fueron la libertad de los acusados. (2).

    
 Quizás  las resoluciones judiciales más sorprendentes en este departamento, en lo que va de 1999, surgieron a raíz de 2 denuncias efectuadas, una en junio y otra en marzo. La primera fue motivada por los golpes efectuados por un padre a su hijo menor con un cable, y la segunda por las amenazas con arma de fuego realizadas por un marido a su cónyuge. La resolución judicial en ambos casos fue también la libertad de ambos.

   
 Lo antes mencionado reafirma lo que el Dr. Mariño calificara como “la ineficacia que se atribuye a las instituciones estatales, se manifiesta también en que la intervención de la justicia penal, no aporta soluciones a la problemática de las familias conflictivas, salvo el aleatorio efecto disuasivo que eventualmente produce la pena; pero a veces ni da sus resultados, porque la acción judicial provoca una mayor violencia en el agresor que reitera su conducta o deja al grupo familiar sin el sustento econ6mico para su manutención”.

   
 Por lo tanto y volviendo a citar las palabras del ex- Ministro “La ineficacia del sistema judicial ha conducido a buscar soluciones por sistemas menos agresivos”. Y es allí donde creemos que nuestro Consultorio Jurídico puede realizar un gran aporte; apuntando el presente trabajo a ello, a intentar dar algunas herramientas para paliar el temor de las cónyuges a iniciar su separación.

Violencia doméstica

Definición.
Según la Psiquiatra Marta Roque de Blengio, la violencia doméstica comprende “toda conducta que, por acción u omisión, ocasiona daño físico o psíquico a otro miembro del grupo familiar”.(3).

 El Consejo de Europa la define como: "Toda acción u omisión cometida en el seno de la familia por uno de sus miembros, que menoscaba la vida o la integridad física o psicológica, o incluso la libertad de otro de los miembros de la misma familia, causando un serio daño al desarrollo de su la personalidad" (4). 

        La violencia familiar y más concretamente la violencia del esposo hacia su pareja, puede exteriorizarse a través de diferentes manifestaciones: agresiones verbales, físicas (incluyendo en éstas las sexuales) y las psicol6gicas. (5).

Los términos maltrato y violencia van unidos; el concepto de maltrato implica la realización de un daño intencional, tanto físico como emocional, en forma activa o pasiva, que surge cuando el equilibrio y la armonía entre los integrantes del grupo desaparecen.

      
El fenómeno de la violencia familiar tiene su base en concepciones arcaicas sobre la familia y generalmente vinculadas a ideologías autoritarias. Las situaciones de violencia se ejercen especialmente dentro de una "estructura de poder". 

Legislación nacional

El Art. 38 de la ley N° 16.707 (Ley de Seguridad Ciudadana) encomienda al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial "la implementación de programas específicos para la asistencia integral a las personas y sus familiares, víctimas del delito y del abuso del poder.” 

Se incorpora con el Art.18 de esta ley un nuevo inciso al Art.32l del Código Penal, aunque la redacción del mismo plantee algunas dudas por la expresión “violencias o amenazas prolongadas en el tiempo”; siendo el juez el que deba apreciarlo en cada caso concreto, lo que constituye una dificultad para su aplicación en la práctica.

Al mismo tiempo se establece la posibilidad de la intervención de Oficio del Juez y del Ministerio Público, "en los casos de traumatismo o de lesiones ordinarias causadas con abuso de las relaciones domésticas o de cohabitación" (Art. 14); esta posibilidad libera entonces a la víctima de denunciar al agresor. (6)

   
 En junio de l994 la OEA. aprueba la Convención Internacional para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belén do Pará”, ratificada por nuestro país por ley No. l6.735.

 
Dicha Convención consta de 5 capítulos siendo, a nuestro criterio, más importantes los capítulos II (Derechos protegidos, Arts. 3 al 6) y IV (Mecanismos interamericanos de protección, Arts. l0 al l2).

El Art.4° del Capitulo II enumera, cuáles son los derechos protegidos por la Convención, reiterando varios de los mencionados en la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).

De esta enumeración, como brillantemente lo exponía la Dra. Marie Claire Millan, “interesa destacar el inciso g ): el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes que la ampare contra actos que violen sus derechos”. 
 “En nuestro derecho, habría distintos mecanismos para poder ejercitar éstos ante los Tribunales y obtener una respuesta judicial ante situaciones de violencia”. (7).

A su juicio, algunos mecanismos serían los siguientes:

El Art. 11 del Código .General del .Proceso: “cualquier persona tiene derecho a acudir ante los tribunales, a plantear un problema jurídico... u oponerse a la solución reclamada y a ejercer todos los actos procesales concernientes a la defensa de una u otra posición procesal y el Tribunal requerido tiene el deber de proveer sobre sus peticiones”.

Este artículo puede ser un mecanismo efectivo para obtener -acreditada sumariamente la justeza del reclamo- que alguien cese en una conducta que se considera lesiva para otra persona.

Si bien no existen en nuestro país las llamadas “órdenes de restricción” o “de protección” (libradas por un juez a solicitud de la víctima para protegerla de la violencia del agresor),  por este artículo se  podría obtener un efecto semejante (ordenándose, por ejemplo, al violento no acercarse a la mujer, a no frecuentar los lugares que ella visita o trabaja, o no presentarse en el hogar, etc).

Según la Dra. Millan este articulo puede ser invocado en Sede de Familia, siendo más efectiva y rápida su utilización que en la vía penal.

    
En el Capitulo IV (Mecanismos Interamericanos de Protección), el Art .l2 habilita a que cualquier persona o grupo de personas, puedan presentar ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, peticiones por violación de sus derechos y ésta lo sustanciará conforme a los procedimientos establecidos.

   
 También es posible recurrir a la Ley de Amparo (No. 16.011). Sus Arts. l y 2 indican cuáles son los elementos objetivos del amparo: acto, hecho o omisión que lesiona, restringe, altera o amenaza un derecho o libertad reconocido expresamente por la Constitución, con manifiesta ilegitimidad, provocando o amenazando provocar al titular del derecho o libertad un daño irreparable, y que no existan en el ordenamiento jurídico otros medios judiciales o administrativos que permitan obtener el mismo resultado que se consigue con el amparo.

El Dr. Luis A.
Vieira señala que la ley distingue el amparo represivo (medio de protección de un derecho o libertad lesionado, restringido o alterado) y el amparo preventivo (protección frente a una amenaza que presenta indicios de seriedad en cuanto a su efectivización).

     
El mismo autor indica que en el amparo quedan comprendidos los Derechos Humanos (Declaración de la ONU de l948,  Pactos Internacionales de Derechos Civiles, Políticos, Económicos, Sociales y Culturales, Pacto de San José de Costa Rica, así como los derechos difusos, Arts.42 y 220 del Código General del Proceso.)

La “Convención de Belén do Pará”, define expresamente la violencia contra la mujer como un problema de Derechos Humanos, quedando también comprendida en el amparo. Si se dan los requisitos que la ley establece, puede acudirse al procedimiento de la misma, para proteger a la mujer por actos de violencia. 

    
Sin embargo, de acuerdo a los Arts. 7, 72 y 332 de nuestra Constitución, no sería necesaria la existencia de esta ley para que se pudiera otorgar la garantía del amparo, pues esta falta de reglamentación podría ser llenada por recurrencia a los fundamentos de las leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las doctrinas más recibidas.

     
Finalmente encontramos una serie de medidas previas establecidas en nuestro Código Civil, que se rigen “en lo que sea pertinente” por las normas del C.G.P sobre medidas cautelares, las que desarrollaremos in extenso a continuación y son el objeto del presente trabajo.

      
En síntesis, creo que lejos de aceptar el claro avance de nuestra legislación penal, la realidad nos muestra que todavía estamos muy lejos de darle una real solución a este tema, por las enormes dificultades técnicas y dogmáticas que el tipo creado nos ofrece, por la benignidad de los jueces, etc. (8). 

Exclusión del cónyuge del Hogar Conyugal

como medida cautelar previa

Debido al temor que mostraba nuestra consultante y a sus intenciones de iniciar su separación sin que se enterara su esposo, consideré que sería prudente iniciar la quita del hogar conyugal, como medida cautelar previa al juicio de divorcio por las siguientes consideraciones jurídicas y psicológicas:

1) daría a ella la posibilidad de iniciar el trámite de divorcio sin la presencia de su esposo en el hogar, con todo lo que ello significa;

2) serviría de complemento junto con la terapia que ella estaba recibiendo, en una institución de ayuda a la mujer golpeada (según me expresaron las psicólogas especialistas en violencia domestica -Cristina Rodríguez Rial y Haydeé Gallego), para reforzar su autoestima y amor propio sin la constante presencia agobiante de su esposo, que la anulaba completamente;  

3) en caso de que el juez no otorgara la medida (cosa poco probable pero posible), ella podría apelar y buscar otros medios de protección sin noticia alguna a su cónyuge.

Doctrina y jurisprudencia

     
 Por lo antes expuesto consideré que significaría un menor riesgo para la integridad física de la consultante, adoptar la medida cautelar previamente al juicio principal y no conjuntamente (como suele realizarse normalmente), pues en caso de un eventual rechazo por la sede de la misma, no existiría el riesgo de que la consultante tuviera que permanecer en su domicilio con su esposo, durante todo el tramite de divorcio.

   
Como lo establece de manera clara la Dra. Emma Carozzi, seria posible que este tema sea presentado a los magistrados durante la tramitación del juicio de divorcio, y en algunos casos, en forma previa al mismo.

     
La medida cautelar anticipada tiene por finalidad, evitar el peligro y los perjuicios que el retraso en el pronunciamiento de la separación puede llevar consigo. 

     
La resolución provisoria y urgente por la cual uno de los cónyuges será excluido del hogar conyugal, tiene por finalidad hacer efectiva la separación de ellos, dado la imposibilidad de continuar la vida en común, como consecuencia del deterioro de la relación. Con esta medida se pretende preservar la paz en el hogar. La finalidad perseguida es "evitar el rozamiento inevitable que se produce entre dos personas que están litigando, o se proponen hacerlo y viven bajo el mismo techo, lo que se trata es de evitar riesgos de la convivencia forzada..." (9).

Los elementos considerados al disponer el retiro de uno u otro cónyuge del hogar conyugal, son el amparo al cónyuge que asume las mayores responsabilidades derivadas del matrimonio por quedar como tenedor de los hijos,  amparar a aquel que tenga menos recursos o proteger a quien es víctima de violencia domestica. 

     
Corresponde tramitar el retiro como medida cautelar anticipada (Art. 317 del CGP), en aquellos casos en los cuales los cónyuges continúen viviendo de consuno y la situación reclame una urgente solución. (10, 11, 12). 

      
 Como señala Carnelutti, es la consideración del peligro que el retraso en el pronunciamiento de la separación puede llevar consigo, lo que determina que la ley admita una medida anticipada. Es esta urgencia la que justifica que el magistrado pueda adoptar decisión sin necesidad de diligenciar prueba. E1 cónyuge a quien se le ordene el retiro del hogar, podrá oponerse, formalizando un incidente o interponiendo los recursos de reposición y apelación. 

 La impugnación no tendría eficacia suspensiva sobre el efectivo cumplimiento de la medida, sino efecto devolutivo, como es de regla en lo que respecta a las medidas cautelares (Art. 315 CGP y remisión del Art. 317 CGP). 
       
Lo extraño es que a pesar de la claridad de estos conceptos, vertidos por prestigiosos autores de la talla de Carnelutti, M. I. Varela de Motta, E. Stipanicic, E. Carozzi o M. C. Millan entre otros, la señora jueza no consideraba a la medida cautelar como de posible adopción previa a la presentación de la demanda de divorcio; ella se “guiaba por la practica, donde siempre se presentaban (el divorcio y la quita del hogar) en forma conjunta; manifestando que nunca había visto la presentación previa”. 

      
Finalmente y luego de haber expuesto las fundamentaciones vertidas en este trabajo, la jueza otorgó la medida.

      
En una entrevista efectuada a la Dra. Emma Stipanicic el día 3 de noviembre de 1999, nos comentó acerca de la utilidad de este tipo de medidas previas al divorcio en situaciones límite y de su aplicación en la práctica. Asimismo también entrevistamos a la Dra. María Inés Varela de Motta (el 6/11/99) manifestando apreciaciones similares, siempre que sea acreditada previamente la necesidad de la medida por intermedio de informes médicos, psicológicos, pruebas testimoniales o informes policiales.

Procedimiento

 
La medida provisional dictada al amparo del Art. 154 del Código Civil, si bien no recayó en un típico proceso cautelar, constituye una providencia cautelar dentro del género de las de decisión anticipada y de cumplimiento inmediato, que tiene una necesaria conexi6n con el proceso principal de divorcio. Esta medida puede ser adoptada -previa evaluaci6n de urgencia- antes de la promoción de aquél, como lo sostenía Carnelutti. El magistrado puede incluso adoptarla sin necesidad de diligenciar prueba.

       
La exclusión de uno de los cónyuges del hogar conyugal se funda en los Arts. 154 y concordantes del Código Civil, y en contenido de medida provisional de carácter cautelar de tipo anticipado (Arts. 62 y conc. ley 13..355, 311 y ss. del C.G.P). Tiene como objeto evitar el rozamiento inevitable que se produce entre dos personas que están litigando, o se proponen hacerlo, con la finalidad de obtener una decisión de separación de cuerpos o disolución del vínculo matrimonial, cuando viven  bajo el mismo techo, tratándose de evitar los riesgos de convivencia forzada.    
 
 Junto a los procesos principales tenemos los procesos cautelares, los provisionales y los anticipados, en el C.G.P, que regula el proceso cautelar en los Arts. 311 y ss, y las medidas anticipadas y provisionales en el Art. 317.

Una de las reglas de las medidas cautelares, es su aplicabilidad a cualquier tipo de proceso, tanto en los contenciosos como en los voluntarios, tanto en los ordinarios como en los extraordinarios y en los procesos que distinguimos de acuerdo a su materia, es decir en los procesos de familia entre otros.

  
Otra regla que surge del C.G.P es la necesidad de la iniciativa de parte, para la adopción de ellas.


La ley regula los presupuestos para la adopción de estas medidas cautelares y específicas, estableciendo dos requisitos: el fumus bonijuris y el peligro en la demora. Ambos requisitos deben justificarse sumariamente, para que el órgano jurisdiccional ante el que se solicita la medida pueda ordenar su adopción. 

También es facultativo del juez determinar la extensión de la medida, su duración temporal. La parte afectada por la medida, tendría la posibilidad de controlarla a través de los recursos que la ley prevé, admitiéndose la apelación con un solo efecto, meramente devolutivo y no suspensivo.

Finalmente, como otro requisito indispensable para la adopción de la medida cautelar, la parte que la solicita debe ofrecer una contracautela, ofrecimiento que sin embargo puede ser objeto de exoneración por el órgano jurisdiccional. 
   
En lo que respecta a este tipo medidas cautelares anticipadas, adoptadas antes de la iniciación del proceso principal al cual acceden, la doctrina contemporánea se encuentra dividida en dos posiciones, considerando algunos autores que las mismas se hallan sujetas a un plazo de caducidad y otros que no; llegando incluso a sostenerse que pueden ser usadas como una medida autosatisfactiva para ciertos casos (como es el retiro del hogar del concubino violento). 

      
I) Para gran parte de la doctrina la ley es clara, esas medidas cautelares provisionales y anticipadas que se adoptan antes de la iniciación del proceso principal al cual acceden, no tienen una vida indefinida sino que están sujetas a un plazo de caducidad de 30 días.  Si en dicho plazo no se promueve la demanda correspondiente, la medida cautelar debe caer de pleno derecho.

      
II. a) **Dra. Stepanisicic: Sostiene que ya nuestro Código Civil en el artículo 154 dispone que cuando las circunstancias del caso lo autorizan, esas medidas provisionales se pueden adoptar antes de la demanda de divorcio. Antes de que se plantee la demanda, se puede adoptar medidas provisionales, cuando las circunstancias del caso así lo justifiquen. Ello está significando que antes del juicio, se va a plantear algún proceso tendiente a obtener la exclusión del hogar del otro cónyuge.

   
 Anticipar la exclusión del hogar está suponiendo, realizar un proceso previo al Proceso Principal, un proceso accesorio a éste, que podrá ser considerado como una medida cautelar, o como medida Provisional, anticipada.  Esa anticipación aun anterior al Planteamiento de la demanda, exige  justificar al órgano jurisdiccional los fundamentos de la solicitud de esa medida, que suponen el cumplimiento de las reglas que rigen para las medidas cautelares y que rigen, como dice el Art. 317 del CGP, para las medidas provisionales y anticipadas. Hay que justificar los requisitos necesarios para la adopción de esa medida; por ejemplo, no se puede solicitar la exclusión del hogar aduciendo un clima violento dentro del hogar, antes de iniciar incluso el proceso de divorcio, si no se ofrece la prueba suficiente que justifique lo que se está alegando. La ley habla de informaci6n sumaria, pero es información al fin. 

    
El tema de la exclusión del hogar como una medida anticipada, como una medida previa a la promoción del juicio de divorcio, es si esa exclusión del hogar decidida previa instrucción probatoria y los controles que correspondan, caducaría en caso de que no se planteara la demanda de divorcio dentro del plazo de treinta días como establece el Art. 311 con respecto a las medidas cautelares. Esa medida anticipada sigue el mismo régimen de las medidas cautelares, en lo pertinente, dice el Art. 317, pero si sostuviéramos la caducidad de esa medida anticipada, la persona excluida podría nuevamente obtener su reingreso al hogar del cual fue excluido, porque la caducidad supone  la ineficacia de la medida. (14)

    
 Entonces, ¿podría obtener su reingreso? Personalmente y siguiendo la posición de las Dra. Stipanicic pienso que  no puede aplicarse en forma total y absoluta el régimen de las medidas cautelares a las medidas anticipadas. Primero, porque la ley establece que se tienen que aplicar en lo pertinente. O sea, que eso está significando una limitación a la extensión del régimen de las medidas cautelares al régimen de las medidas anticipadas. Para resolver este problema, y para resolver qué significa decir que se aplicaron las normas de las medidas cautelares a las medidas anticipadas “en lo pertinente”, tendríamos que analizar la naturaleza de unas y otras medidas, las eventuales coincidencias, y fundamentalmente, las diferencias llevarían a decir que esta norma de la medida cautelar no es extensible a la medida anticipada, porque no es pertinente, porque no hace a la naturaleza diferencial de la medida anticipada. 

      
Personalmente entonces, comparto la posición de la no aplicabilidad en este caso concreto, del principio de la caducidad de la medida, cuando se adopta con anterioridad la exclusión del hogar previa a la demanda de divorcio.

La medida cautelar tiene por finalidad evitar que otra medida procesal no pueda ser ejecutada. Es decir, lo que evita es el riesgo de una inejecución futura. 

Pero en este caso de la exclusión del hogar previa a la demanda de divorcio, no existe esa relación de dependencia. Yo no estoy asegurando necesariamente la ejecución de la sentencia de divorcio. Estoy asegurando valores mucho más trascendentes que la disoluci6n del vínculo matrimonial. Estoy asegurando la integridad física del cónyuge demandante, la tranquilidad de la familia, que ya está desintegrada, pero de la familia que queda, que es la de los hijos y la de la madre. Estoy asegurando incluso la paz social. Es decir, no estamos evitando la inejecución de una sentencia, sino que estamos evitando un daño de muy difícil reparación en caso de que no se adoptara anticipadamente esa resolución que es la exclusión del hogar.

II.b)** Dra. Marie. Claire Millan,  coincide con la aplicación a todo proceso y la posibilidad de adopción en cualquier estado de la causa, de los Arts. 311 y ss. del C.G.P sobre medidas cautelares (aun antes de la promoción de la demanda).   Mediante la utilización del régimen de medidas cautelares, es posible obtener la exclusión del hogar del cónyuge violento, antes de la promoción de la demanda de divorcio, constituyendo un mecanismo eficaz de protección a la integridad física. Llega a sostener incluso, su procedencia para el retiro del hogar del concubino violento, como medida cautelar autosatisfactiva, considerando que la misma es aceptada por la doctrina y la jurisprudencia.

En la práctica se resuelve, haciendo lugar a la solicitud de intimación de retiro del hogar dentro de determinado plazo y para el caso de que exista oposición del intimado, se procederá a diligenciar la prueba que se haya ofrecido por cada parte, resolviéndose luego lo que corresponda. 

El problema de la prueba de la violencia es recurrente, principalmente de la psicológica o emocional. Debe tenerse presente que la misma se produce dentro del hogar y en muchísimas ocasiones no hay testigos. La mujer trata de que nadie se entere de lo que ocurre (por miedo, vergüenza, etc) y por ello, cuando debe solicitarse el auxilio de la justicia, es un elemento que dificulta la adopción de decisiones. 

Conclusiones

    
 1) Es necesario por tanto unificar los esfuerzos de todos aquellos operadores que intervienen en la protección de las víctimas de la violencia familiar, en especial cuando el sujeto pasivo es la mujer, el niño o el incapaz, agredidos física o moralmente.

   
 Tanto el juez como los demás operadores que intervienen en estas situaciones deben buscar una recomposición de las relaciones familiares, respetando siempre la libertad individual de sus integrantes, pero sin dejar de velar por los seres más débiles del grupo, insertos en situaciones de violencia. 

    
2) Estas víctimas en su mayoría no denuncian y tampoco consultan por las agresiones, siendo difícil de estimar la frecuencia de las mismas, debido a la falta de información al respecto. Se ignora cuántas personas se encuentran en peligro bajo techo y se desconoce el número de víctimas que pierden la vida por causa del maltrato de sus familiares.

     
3) En síntesis, en nuestro Derecho contamos tanto en sede Penal como en Civil, con una serie de mecanismos jurídicos para proteger a la mujer víctima de abusos. En vía penal a través de la ley N° 16.707 con sus Arts.14 o 18. 

  
 También podría invocarse el Art.11 del C.G.P en ambas vías, pues debido a que en nuestro país no existen las “órdenes de restricción o protección”, a través de este artículo se podría obtener una solución similar. Esto se debe a que la Convención de Belén do Pará” en su Art. 4º. inc. g, establece el derecho a un recurso sencillo y rápido ante tribunales, que ampare a la mujer contra situaciones de violencia. 
 
 En vía civil sería posible además recurrir a la Ley de Amparo, puesto que la misma protege los titulares de derechos o libertades reconocidos por la Constitución, que sean lesionados, restringidos o amenazados de un daño irreparable, si no existen otros medios judiciales o administrativos para obtener un resultado similar.

En el amparo quedan comprendidos los Derechos Humanos y la “Convención de Belén do Pará” define expresamente la violencia contra la mujer como un problema de Derechos Humanos, quedando también comprendida en el amparo. 

En el ámbito Internacional, la Convención antes mencionada (Art. l2) habilita a presentar peticiones por violación de sus derechos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

    
 Finalmente, encontramos en nuestro Código Civil un conjunto de medidas previas, que se rigen “en lo que sea pertinente” por las normas del C.G.P sobre medidas cautelares.  Desde el punto de vista procesal, consideramos entonces que la medida cautelar previa de exclusión del hogar no se halla sometida al régimen de caducidad de las medidas cautelares.  Tampoco creemos que pueda llegar a sostenerse su autosuficiencia, salvo para los casos del retiro del hogar del concubino violento donde sí seria procedente.

    
Esta medida cautelar previa, si bien a efectos de la economía procesal puede no parecer la más adecuada, otorga sin embargo a la mujer una mayor seguridad y confianza para iniciar la acción judicial, debido a que sabe que su cónyuge no se enterará de las actuaciones sino hasta ser intimado a dejar el hogar, con el auxilio de la fuerza pública. 

    
En el caso de que deniegue la misma él nunca llegará a enterarse por lo que no tendrá por qué temer.


4) En nuestro caso particular la señora  jueza otorgó un plazo de 5 días hábiles para que el marido abandonase la casa, aspecto importante si se mira desde la óptica de la cónyuge, que durante esos días deberá mantenerse alejada del hogar conyugal por razones obvias.

   
 Hay que resaltar la importancia de otorgar un plazo de intimación lo más breve posible, teniendo en cuenta que la mujer por lo general dispone de menos medios para refugiarse teniendo, en la mayoría de los casos, que recurrir a un refugio religioso.

      
Se ha intentado en este trabajo, resaltar una posible medida de protección previa para la mujer que desea romper su vínculo matrimonial, viéndose inhibida en los hechos por el inmenso temor hacia su cónyuge.  No es ni la única medida, ni la más eficaz, quizás no la haya aún en nuestro derecho, que sólo brinda una seguridad relativa a una mujer que continuará expuesta a una posible agresión de su cónyuge en su vida cotidiana.  
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
"CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ"
LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,

RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer transciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida, y
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,
HAN CONVENIDO en lo siguiente:

CAPÍTULO I
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 
Artículo 2
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.

CAPÍTULO II
DERECHOS PROTEGIDOS

Artículo 3
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito publico como en el privado.
Artículo 4
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:
a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos;
h. el derecho a libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones publicas de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.
Artículo 5
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.
Artículo 6
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

CAPÍTULO III
DEBERES DE LOS ESTADOS

Artículo 7
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;
e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;
f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;
g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y
h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.

Artículo 8
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para:
a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;
b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer;
c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer;
d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;
e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda; 
f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;
g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;
h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y
i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.
Artículo 9
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad.

CAPÍTULO IV
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN

Artículo 10
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la mujer.
Artículo 11
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de esta Convención.
Artículo 12
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

CAPÍTULO V
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 13
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.
Artículo 14
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con este tema.
Artículo 15
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 16
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 17
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 18
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:
a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;
b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.
Artículo 19
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención.
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.
Artículo 20
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.
Artículo 21
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
Artículo 22
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención.
Artículo 23
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.
Artículo 24
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 25
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará "Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará".
HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARÁ, BRASIL, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro.

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
"CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ"

(Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General) ENTRADA EN VIGOR: 5 de marzo de 1995.DEPOSITARIO: Secretaría General OEA (Instrumento original y ratificaciones).
TEXTO: 
REGISTRO ONU:
	PRIVATE
PAÍSES SIGNATARIOS
	
	DEPÓSITO DE RATIFICACIÓN

	1/Argentina . . . . . . . . . . . . . . . 
	
	5 julio 1996

	15/Bahamas . . . . . . . . . . . . . . .
	
	16 mayo 1995

	16/Barbados. . . . . . . . . . . . . . . 
	
	16 mayo 1995

	26/Belize. . . . . . . . . . . . . . . . . 
	
	25 noviembre 1996

	2/Bolivia. . . . . . . . . . . . . . . . . .
	
	5 diciembre 1994

	3/Brasil. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
	
	27 noviembre 1995

	27/Colombia. . . . . . . . . . . . . . . 
	
	15 noviembre 1996

	4/Costa Rica. . . . . . . . . . . . . . .
	
	12 julio 1995

	5/Chile. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
	
	15 noviembre 1996

	17/Dominica. . . . . . . . . . . . . . . 
	
	6 junio 1995

	18/Ecuador. . . . . . . . . . . . . . . .
	
	15 septiembre 1995

	19/El Salvador. . . . . . . . . . . . . .
	
	26 enero 1996

	6/Guatemala. . . . . . . . . . . . . . .
	
	4 abril 1995

	20/Guyana. . . . . . . . . . . . . . . . 
	
	28 febrero 1996

	28/Haití. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
	
	2 junio 1997

	7/Honduras. . . . . . . . . . . . . . . .
	
	12 julio 1995

	21/México. . . . . . . . . . . . . . . . .
	
	

	8/Nicaragua. . . . . . . . . . . . . . . 
	
	12 diciembre 1995

	9/Panamá. . . . . . . . . . . . . . . . .
	
	12 julio 1995

	22/Paraguay. . . . . . . . . . . . . . .
	
	18 octubre 1995

	23/Perú. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
	
	4 junio 1996

	10/República Dominicana. . . . . . .
	
	7 marzo 1996

	11/San Kitts y Nevis. . . . . . . . . .
	
	12 junio 1995

	24/San Vicente y las Grenadinas . 
	
	31 mayo 1996

	12/Santa Lucía. . . . . . . . . . . . . 
	
	4 abril 1995

	25/Trinidad y Tobago. . . . . . . . . 
	
	8 mayo 1996

	13/Uruguay. . . . . . . . . . . . . . . .
	
	2 abril 1996

	14/Venezuela. . . . . . . . . . . . . . .
	
	3 febrero 1995


1. Firmó el 10 de junio de 1994
2. Firmó el 14 de septiembre de 1994
3. Firmó el 9 de junio de 1994
4. Firmó el 9 de junio de 1994
5. Firmó el 17 de octubre de 1994
6. Firmó el 24 de junio de 1994
7. Firmó el 10 de junio de 1994
8 Firmó el 9 de junio de 1994
9. Firmó el 5 de octubre de 1994
10. Firmó el 9 de junio de 1994
11. Firmó el 9 de junio de 1994
12. Firmó el 11 de noviembre de 1994
13. Firmó el 30 de junio de 1994
14. Firmó el 9 de junio de 1994
15. Firmó el 16 de mayo de 1995
16. Firmó el 16 de mayo de 1995
17. Firmó el 6 de junio de 1995
18. Firmó el 10 enero de 1995
19. Firmó el 14 de agosto de 1995
20. Firmó el 10 de enero de 1995
21. Firmó el 4 de junio de 1995
22. Firmó el 18 de octubre de 1995
23. Firmó el 12 de julio de 1995
24. Firmó el 5 de marzo de 1996
25. Firmó el 3 de noviembre de 1995
26. Firmó el 15 de noviembre de 1996
27. Firmó el 3 de octubre de 1996
28. Firmó el 7 de abril de 1997
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